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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“JUICIO ORAL MERCANTIL. ES PROCEDENTE TRATÁNDOSE DE
CRÉDITOS CON GARANTÍA REAL CONTRATADOS, NOVADOS O
REESTRUCTURADOS CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA AL CÓDIGO DE
COMERCIO PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13
DE JUNIO DE 2003.

La reforma al Código de Comercio publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de
enero de 2011 tuvo como finalidad la creación del juicio oral mercantil, como un proceso
de ágil tramitación y encaminado a evitar dilaciones innecesarias en el dictado de la
sentencia, por lo que se le dotó de reglas propias para lograr la celeridad del juicio. La
instauración de ese nuevo procedimiento dio lugar a la implementación de una serie de
normas procesales, cuya aplicación se rige por la regla general sobre la aplicación de este
tipo de disposiciones, porque en el caso, no se actualizó una causa de excepción a dicha
regla, consistentes en: a) la existencia de derechos adquiridos que implique la retroactividad
de la ley en un caso prohibido por ésta o, b) que el legislador haya dispuesto expresamente
en las disposiciones transitorias una vigencia específica del supuesto normativo. En ese
sentido, basta que el juzgador tome en cuenta la fecha de presentación de la demanda, ya
que si ésta se promueve con posterioridad a la fecha en que se creó el juicio oral mercantil,
éste es procedente, cuando se refiera a créditos con garantía real contratados con
anterioridad a la reforma al Código de Comercio de 2003, pues tratándose de un juicio
completamente nuevo, es claro que los decretos de reforma anteriores a su entrada en vigor
no pueden afectarle, en el entendido de que corresponde al juzgador atender a las
pretensiones del actor para examinar que se satisfagan los presupuestos procesales, sin que
dentro de ellos se encuentre alguno que condicione la procedencia a que no se trate de
créditos contratados con anterioridad a cierta fecha.

Contradicción de tesis 354/2015. Suscitada entre el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y el
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 21 de junio de 2017. La
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente:
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo
de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: José Ramón Cossío
Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz.

Tesis y/o criterio contendientes:
El Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 90/2013, con la tesis aislada XXVII.3o.15 C (10a.), de título y subtítulo:
"JUICIO ORAL MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE EN RELACIÓN CON CRÉDITOS
PACTADOS, NOVADOS O REESTRUCTURADOS HASTA ANTES DE LA
REFORMA AL CÓDIGO DE COMERCIO PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE
LA FEDERACIÓN EL TRECE DE JUNIO DE DOS MIL TRES.", publicada en el
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Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 horas y en
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III,
enero de 2015, página 1946, con número de registro digital: 2008244.
El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 362/2013, sustentó la tesis aislada VI.2o.C.35 C (10a.), de título y subtítulo:
"JUICIO ORAL MERCANTIL. LAS REFORMAS AL CÓDIGO DE COMERCIO
PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 27 DE ENERO DE
2011, NO LE SON APLICABLES CUANDO LA PRETENSIÓN DERIVA DE
CRÉDITOS CONTRATADOS CON ANTERIORIDAD A LA REFORMA DE 13 DE
JUNIO DE 2003.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de
febrero de 2014 a las 11:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 3, Tomo III, febrero de 2014, página 2452, con número de registro
digital: 2005759.

El Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de
amparo 598/2015, determinó que del contenido del artículo 1055 del Código de Comercio y
su transitorio, no se advierte que en dicha data se hubiere implementado en los juicios
mercantiles la procedencia del juicio oral, pues sólo establece que tratándose de créditos
con garantía real, el acreedor podrá ejercer sus acciones en el juicio ejecutivo ordinario,
especial, sumario, sumario hipotecario o el que corresponda, de acuerdo a esta ley, a la
legislación mercantil o a la legislación civil aplicable.

Tesis de jurisprudencia 68/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“PAGARÉ. CUANDO CONTIENE COMO ÉPOCA DE PAGO LA INDICACIÓN
DE UN MES Y UN AÑO DETERMINADOS, SIN PRECISAR UN DÍA EXACTO,
POR REGLA GENERAL VENCE EL DÍA DE SU SUSCRIPCIÓN APLICADO AL
MES SEÑALADO PARA EL PAGO.

Del contenido de los artículos 79, 80, 170, 171 y 174 de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito, deriva por un lado, que el pagaré debe contener la época de pago
y, si no menciona la fecha de su vencimiento, se considerará pagadero a la vista; y por otro
lado, que tratándose del pagaré suscrito a cierto tiempo fecha o a cierto tiempo vista, el
legislador autorizó expresamente la posibilidad de señalar un mes cierto como época de
pago, aunque no se identificara el día exacto del vencimiento, pues estableció en la ley que
en tal caso debía tenerse para el vencimiento el día correspondiente al de la suscripción
aplicado al mes en que debe efectuarse el pago, y que si ese mes no tuviere el día
correspondiente al del otorgamiento, el pagaré vencería el último día del mes. Ahora bien,
por lo que toca a la emisión de un pagaré a día fijo, el legislador no fue explícito en
autorizar la posibilidad de señalar sólo un mes y año determinados como época de pago del
pagaré, sin embargo, es razonable y jurídico afirmar que en tal caso, debe aplicarse por
analogía de razón la previsión legal relativa a que, aun cuando no se identifique el día
exacto del vencimiento dentro de un cierto mes señalado como época de pago para el
pagaré a día fijo, debe tenerse como tal, el día correspondiente al de la suscripción aplicado
al mes en que debe efectuarse el pago, y que si este mes no tuviere el día correspondiente al
del otorgamiento, el pagaré vencerá el último día del mes. Lo anterior permite, además,
preservar el valor funcional del título en la práctica comercial y uso cotidiano de los
pagarés, al conservarse la forma de vencimiento establecida en su emisión; y posicionar a
los destinatarios de tales normas mercantiles en un plano de igualdad, pues cuando se
suscriba un pagaré en el que se establezca una época de pago determinada por la indicación
de un mes cierto, pero sin dar certeza del día exacto en el que vence el título, la ley puede
suplir la omisión mediante la indicada regla de tipo objetivo, sin que para tal efecto sea
relevante que el título se haya suscrito a cierto tiempo fecha, a cierto tiempo vista, o a día
fijo.

Contradicción de tesis 175/2016. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado de
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región y el Quinto Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Tercer Circuito. 22 de febrero de 2017. La votación se dividió en dos
partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz.
Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 366/2015, sostuvo que si en el pagaré fundatorio se establece como fecha de
vencimiento sólo un mes y año determinado, no puede considerarse como pagadero a "día
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fijo", porque si bien contiene dichos datos, no precisa el día; asimismo, tampoco es factible
estimarlo a "cierto tiempo fecha" porque es necesario que se indique cuál es el plazo de
vencimiento y a partir de qué día, mes y año comenzaría a contabilizarse, por lo que dicho
documento carece de fecha de vencimiento; de ahí que es pagadero "a la vista".

El Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con
residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el juicio de amparo directo 42/2016 cuaderno
auxiliar 145/2016, sostuvo la tesis (V Región) 2o.11 C (10a.), de título y subtítulo:
"PAGARÉ. ES DE VENCIMIENTO A CIERTO TIEMPO FECHA Y NO A LA VISTA,
CUANDO EN ÉL SE PACTA COMO FECHA DE PAGO UN MES Y UN AÑO, Y SE
COMPUTA EL PLAZO DE PAGO A PARTIR DE LA FECHA DE SUSCRIPCIÓN.",
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de agosto de 2016 a las
10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro
33, Tomo IV, agosto de 2016, página 2667, registro digital: 2012347.

Tesis de jurisprudencia 54/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de veintiocho de junio de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“SUSPENSIÓN DEFINITIVA. HAY CASOS EN LOS QUE ES POSIBLE
OTORGARLA CONTRA MEDIDAS CAUTELARES DICTADAS EN PROCESOS
CIVILES O MERCANTILES.

De la Constitución y de la Ley de Amparo se desprende que para que proceda la suspensión
definitiva a petición de parte se deben cumplir con estos requisitos: 1. Que la solicite el
quejoso; 2. Que los actos reclamados cuya paralización se solicita sean ciertos; 3. Que la
naturaleza de los actos reclamados permita su suspensión; y 4. Que no se siga perjuicio al
interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, análisis que debe
realizarse de modo ponderado con la apariencia del buen derecho. Por lo tanto, los daños y
perjuicios que se puedan causar al quejoso con la ejecución del acto no son un requisito
para otorgar la suspensión. En este orden de ideas, esta Primera Sala advierte que podrían
existir casos en los que las medidas cautelares puedan ser suspendidas, lo cual, claramente
no significa que siempre deba concederse la suspensión contra medidas cautelares. En
efecto, el hecho de que el Código de Comercio y el Código Federal de Procedimientos
Civiles prevean una garantía para indemnizar los daños y perjuicios que ocasione la medida
cautelar no es una razón suficiente para sostener que en ningún caso las medidas cautelares
pueden ser suspendidas. Por último, los jueces de amparo deben tomar en cuenta que las
medidas cautelares buscan proteger que no se quede sin materia el juicio de origen y que la
suspensión tiene la misma finalidad respecto al juicio de amparo. Sin embargo, la Ley de
Amparo privilegia la libertad judicial para que se analicen todas las particularidades del
caso y se evalúe si procede la suspensión, por lo tanto, serán las circunstancias de cada caso
las que determinen si debe concederse la suspensión solicitada.

Contradicción de tesis 139/2016. Suscitada entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia
Civil, Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil, Tercer Tribunal Colegiado en Materia
Civil, Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo y Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa, todos del Tercer Circuito, el Segundo, Quinto, Séptimo, Octavo,
Noveno, Décimo, Décimo Primer, Décimo Segundo y Décimo Tercer Tribunales
Colegiados, todos en Materia Civil del Primer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado del
Décimo Quinto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto
Circuito, el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer
Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, antes
Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito y el Tribunal Colegiado del
Décimo Séptimo Circuito. 17 de mayo de 2017. La votación se dividió en dos partes:
Mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente: José Ramón
Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Norma Lucía Piña Hernández, en cuanto al fondo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Secretario: José Ignacio Morales Simón.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo
en revisión 120/2015, sustentó la tesis I.10o.C.10 C (10a.), de título y subtítulo:
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"MEDIDAS CAUTELARES O PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS DE CARÁCTER
PROHIBITIVO EMITIDAS DENTRO DE UN JUICIO ORDINARIO CIVIL. SON
ACTOS CUYA NATURALEZA NO REPRESENTA UN PERJUICIO DE DIFÍCIL
REPARACIÓN PARA EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO
INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de
octubre de 2015 a las 10:10 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 4033, con número de registro
digital: 2010255.

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto
Circuito, al resolver el amparo en revisión 275/2015, el Séptimo Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 219/2014, el diverso
sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito,
al resolver el amparo en revisión 144/2015, el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 230/2015 y el Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 238/2015.

Tesis de jurisprudencia 53/2017. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de veintiocho de junio de dos mil diecisiete.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 6/2018,
pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta tesis se publicó el viernes 04 de agosto de 2017 a las 10:12 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 07 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CITATORIO PREVIO A LA DILIGENCIA DE EMBARGO, REQUERIMIENTO
DE PAGO Y EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES
INNECESARIO QUE LO FIRME LA PERSONA, DISTINTA AL DEMANDADO,
CON QUIEN SE DEJA.

Los artículos 1068, 1055, fracción IV, 1391, 1392 y 1393 del Código de Comercio, vigente
hasta la reforma de 10 de enero de 2014, y 309, 310, 311 y 317 del Código Federal de
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en los términos de los numerales 1054 y
1063 del primer ordenamiento señalado, establecen que la notificación al demandado del
juicio ejecutivo mercantil deberá ser personal. Sin embargo, si el notificador no encuentra
al deudor a la primera busca en el inmueble señalado por el actor, dejará citatorio, cuya
práctica se hará a condición de que se encuentre ausente la persona buscada en el domicilio
cerciorado y a que se señale hora hábil, dentro de un lapso comprendido entre las seis y las
setenta y dos horas posteriores, para la práctica del emplazamiento. Hecho lo anterior, el
notificador únicamente deberá asentar en el citatorio relativo: i) que se cercioró de
encontrarse en el domicilio del demandado; ii) que no lo encontró; iii) que indica hora fija
dentro de las seis y setenta y dos horas siguientes para que lo espere en el mismo a efecto
de llevar a cabo la diligencia de notificación; iv) que dejó el citatorio con un pariente,
empleado doméstico o con cualquier otra persona que se encontraba en el domicilio; y, v) la
firma del notificador. Así, toda vez que el citatorio es un mero documento previo a la
notificación, bastará que contenga los requisitos señalados para ser legal, sin necesidad de
elementos adicionales tales como la firma de la persona con la cual se dejó el documento
previo a la diligencia del embargo, requerimiento de pago y emplazamiento al juicio
ejecutivo mercantil, pues ello sólo es indispensable al momento de llevar a cabo la
notificación. En ese sentido, al no ser obligatorio el requisito señalado, se torna innecesario
que el actuario lleve a cabo circunstanciación alguna relacionada con la firma de la persona
con la que se deja el citatorio.

Contradicción de tesis 416/2014. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro
Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 24 de mayo de 2017.
Mayoría de tres votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien
se reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: José Ramón Cossío Díaz.
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y criterio contendientes:
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El Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en
revisión 276/2014, en el que resolvió que toda vez que el citatorio constituye una actuación
anterior a la diligencia de emplazamiento, es claro que no significa que ésta deba cumplir
con todos los requisitos del emplazamiento ya que no existe ni en el Código de Comercio ni
en el Código Federal de Procedimientos Civiles, disposición alguna que obligue al
secretario ejecutor a asentar la razón por la que la persona a quien se entregó el citatorio no
lo firmó, ya que el artículo 317 de dicho ordenamiento legal claramente señala que ese
requisito sólo es aplicable para las notificaciones.

El Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con
residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver los amparos en revisión 18/2012 (expediente
auxiliar 244/2012), 124/2012 (cuaderno auxiliar 232/2012) y 263/2012, dictados en apoyo
del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, del que derivó la tesis
aislada VIII.3o.(X Región) 1 C (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN
MATERIA MERCANTIL. EL REQUISITO RELATIVO A LA CIRCUNSTANCIACIÓN
DE LA FALTA DE FIRMA DE LA PERSONA CON QUIEN SE ENTREVISTE EL
ACTUARIO, SI ÉSTA NO SUPIERE O NO QUISIERE HACERLO, OPERA TAMBIÉN
PARA EL CITATORIO PREVIO Y SU OMISIÓN LO TORNA ILEGAL.", publicada en
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2,
agosto de 2012, página 1767, registro digital: 2001315.

Tesis de jurisprudencia 71/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de seis de septiembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“VÍA ESPECIAL HIPOTECARIA. PARA EXIGIR EL VENCIMIENTO
ANTICIPADO DEL PLAZO PARA EL REEMBOLSO DEL CRÉDITO, A TRAVÉS
DE AQUÉLLA, ES INNECESARIO QUE LA INSTITUCIÓN BANCARIA O
CREDITICIA ACREDITANTE LO REQUIERA PREVIAMENTE AL
ACREDITADO EN EL DOMICILIO DEL INMUEBLE HIPOTECADO O EN
CUALQUIER OTRO (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL,
APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE BAJA
CALIFORNIA).

En el Código de Comercio ni en otras leyes mercantiles se establece una vía especial para
exigir el pago de un crédito que tenga garantía real (hipoteca), por lo que debe acudirse a la
legislación procesal civil respectiva y, en ese aspecto, los Códigos de Procedimientos
Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, y para Baja California
prevén el juicio hipotecario como una acción que se ejerce en una vía especial a través de la
cual, entre otros actos, podrá el acreedor solicitar el pago o la prelación del crédito que la
hipoteca garantice, para lo cual, deberá colmar, exclusivamente, dos requisitos: a) que el
crédito conste en escritura pública o escrito privado, inscrito en el Registro Público de la
Propiedad, salvo en el caso de documentos con el carácter de títulos ejecutivos; y, b) que el
crédito sea de plazo cumplido o que sea exigible en los términos pactados o conforme a las
disposiciones legales aplicables; de ahí que fuera de estos dos requisitos, el acreedor no
deberá satisfacer ningún otro para la procedencia de la vía especial hipotecaria como, por
ejemplo, haber requerido el pago de la obligación incumplida al demandado en un
domicilio determinado, previo al ejercicio de la acción.

Contradicción de tesis 28/2017. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado del
Décimo Quinto Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito. 30 de agosto de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de tres votos
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos en cuanto al
fondo, de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente:
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.

Tesis y/o criterio contendientes:

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 8463/98, sostuvo la tesis I.3o.C.171 C, de rubro: "VÍA ESPECIAL
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HIPOTECARIA. NO PUEDE EXIGIRSE EN ÉSTA, EL VENCIMIENTO ANTICIPADO
DEL PLAZO PARA EL REEMBOLSO DEL CRÉDITO, SI NO SE DEMOSTRÓ EL
REQUERIMIENTO QUE HAGA EL ACREDITANTE A LA ACREDITADA.", publicada
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, mayo de
1999, página 1090, con número de registro digital: 194012.

El Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de amparo
directo 529/2016, determinó que para la procedencia del juicio especial hipotecario, no es
necesario que se acredite la negativa de éste de hacerlo para que se dé la mora y proceda el
juicio, toda vez que sólo basta que se cumpla con los requisitos a que se refiere el artículo
457 del Código Civil para el Estado de Baja California, esto es, que el crédito conste en
escritura pública que se encuentre inscrita en el Registro Público de la Propiedad y del
Comercio y que sea exigible.

Tesis de jurisprudencia 121/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto
Tribunal, en sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“VÍA ORDINARIA MERCANTIL. PROCEDE PARA EL EJERCICIO DE LA
ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DE UN CRÉDITO, SIN QUE SE PUEDA
RECLAMAR DE MANERA ACCESORIA LA EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA
HIPOTECARIA.

El artículo 1055 BIS del Código de Comercio refiere que el actor, a su elección, podrá
ejercitar sus acciones en juicio ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario
o el que corresponda cuando el crédito tenga garantía real. En el mismo sentido, la doctrina
jurisprudencial de esta Primera Sala ha concluido que la instancia procedente para el
ejercicio de la acción personal de cobro de un crédito con garantía hipotecaria, es la vía
ordinaria mercantil. De acuerdo con lo anterior, es procedente la vía ordinaria mercantil
cuando el actor ejercite la acción personal de cobro derivado de un contrato de crédito, sin
que constituya obstáculo para ello que de la demanda se desprendan prestaciones accesorias
vinculadas con la ejecución de la garantía hipotecaria, en todo caso, el operador jurídico
debe omitir el estudio de las prestaciones vinculadas a la acción real y concretar su
pronunciamiento en analizar y definir el fondo de la acción personal de cobro.

Contradicción de tesis 140/2015. Suscitada entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo
Circuito. 8 de marzo de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena en cuanto al fondo. Disidentes: Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma Lucía
Piña Hernández, quienes reservaron su derecho para formular voto particular. Ponente:
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Criterios contendientes:

El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el juicio
de amparo directo 300/2013, sostuvo que si la pretensión del actor es sólo cobrar el crédito
otorgado al demandado, puede ejercer tanto la vía ejecutiva mercantil como la ordinaria,
según corresponda, pero si lo pretendido no es sólo el crédito, sino además hacer efectiva la
garantía hipotecaria, necesariamente tendrá que acudir a la vía hipotecaria civil y seguir el
procedimiento especial establecido en la legislación local para tales efectos, lo anterior con
el fin de no violentar el derecho de audiencia de terceros que hayan adquirido la propiedad
dada en garantía.

El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo
17/2015 y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver el
amparo directo 502/2014, sostuvieron que si bien en la sentencia que se dicta en un juicio
mercantil ordinario, atendiendo a su particular naturaleza jurídica, no puede legalmente
declararse la ejecución de la garantía hipotecaria por ser propio de un juicio hipotecario, lo
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cierto es que, conforme a lo previsto en el artículo 1347 del Código de Comercio, en la
etapa de ejecución del juicio mercantil sí puede existir el embargo y posteriormente el
remate del bien hipotecado, por lo que el hecho de que el crédito cuyo pago se demanda
esté garantizado con hipoteca y que la actora pida la ejecución de esa garantía no son
circunstancias que, por sí solas, impidan la procedencia de la vía mercantil ordinaria
ejercida.

Tesis de jurisprudencia 131/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto
Tribunal, en sesión de veintidós de noviembre de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de diciembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“NOTIFICACIONES EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. EL ARTÍCULO 1390
BIS 10 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE PREVÉ LAS REGLAS PARA
REALIZARLAS, NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y
DEBIDO PROCESO.

El precepto citado, al establecer que en el juicio oral únicamente será notificado
personalmente el emplazamiento y el auto que admita la reconvención, y que las demás
determinaciones se notificarán a las partes conforme a las reglas de las notificaciones no
personales, entre ellas, la citación para la audiencia preliminar del procedimiento oral con
apercibimiento de sanción para el caso de inasistencia injustificada, no vulnera los
principios de seguridad jurídica y debido proceso, porque: a) el juicio oral mercantil
constituye un procedimiento especialmente diseñado para hacer posible la solución de las
controversias de forma rápida, lo cual no se lograría con el sistema común de
notificaciones, que representa mayor empleo de tiempo en su ejecución; b) no cabe la
supletoriedad en materia mercantil prevista en el artículo 1054 del código referido, ya que
la regulación especial respectiva está completa; c) en este procedimiento, por la materia que
ventila, priva el principio dispositivo según el cual, su inicio e impulso principalmente
corren a cargo de las partes y, por eso, quien se vincula a este procedimiento, sea por la
demanda o por el emplazamiento, queda sujeto a sus reglas especiales, de suerte que debe
considerarse una carga de las partes estar pendientes en todo momento del curso del
procedimiento y de las determinaciones que en él se tomen, máxime que esta carga no
podría considerarse gravosa en este tipo de juicio, al estar regulado para una duración
realmente breve; y, d) la determinación o citación finalmente sí tiene prevista una
notificación, lo que, aunado a lo establecido en el punto anterior, da las bases suficientes
para garantizar, razonable y suficientemente, el conocimiento de la determinación por parte
de los destinatarios, en cumplimiento a la garantía de audiencia.

Amparo en revisión 969/2014. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo
Financiero Banamex. 30 de septiembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García
Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“EMBARGO SOBRE INMUEBLES PRACTICADO EN UN JUICIO EJECUTIVO
MERCANTIL. DEBE CONSIDERARSE UN DERECHO DE NATURALEZA
PERSONAL.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 38/1992, la
solicitud de modificación de jurisprudencia 7/2011, y la contradicción de tesis 152/2007,
consideró que el derecho derivado de un embargo inmobiliario practicado en un juicio
ejecutivo mercantil con motivo de un derecho de crédito, debe considerarse de naturaleza
personal. Criterio que debe reiterarse con base en que el embargo, como derecho
esencialmente procesal o adjetivo, es originariamente neutro en relación con las categorías
que clasifican a los derechos sustantivos como derechos personales o reales; pero visto en
el contexto de un juicio ejecutivo mercantil, se ubica en una posición necesariamente
accesoria e instrumental respecto del derecho personal materia del juicio, por lo que resulta
jurídicamente válido considerar que en tal escenario, el derecho derivado del embargo se
erige como una extensión procesal del derecho de crédito respectivo, y como consecuencia
de ello, queda impregnado de la naturaleza personal que inviste al derecho que es materia
del juicio.

Contradicción de tesis 289/2016. Suscitada entre el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito
del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán, en apoyo
del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito, el Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito. 14 de
junio de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña
Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Secretario: Mario Gerardo Avante Juárez.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia
de Trabajo del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 240/2013, con la tesis
aislada XX.4o.1. C. (10a.), de título y subtítulo: "REMATE. EFECTOS QUE PRODUCE
LA CONCESIÓN DEL AMPARO A UN TERCERO EXTRAÑO AL JUICIO
EJECUTIVO MERCANTIL, EL CUAL TIENE DERECHO A UNA PARTE ALÍCUOTA
A TÍTULO DE GANANCIALES SOBRE UN INMUEBLE EMBARGADO QUE
FORMA PARTE DEL PATRIMONIO DEL DEMANDADO.", visible en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014,
página 1621, con número de registro digital: 2006318 y en el Semanario Judicial de la
Federación del viernes 25 de abril de 2014 a las 9:32 horas.
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El Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el amparo
en revisión 369/2008, que dio origen a la tesis aislada VI.2o.C.654 C, de rubro: "INTERÉS
JURÍDICO EN EL JUICIO DE AMPARO. LO TIENE EL CÓNYUGE DE LA
DEMANDADA EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL SI ACREDITA, ANTES DE
TRABARSE EL EMBARGO, LA EXISTENCIA DEL MATRIMONIO CELEBRADO
BAJO EL RÉGIMEN DE SOCIEDAD CONYUGAL, AUN CUANDO LOS BIENES
QUE LA CONFORMAN NO ESTÉN INSCRITOS EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA
PROPIEDAD Y DEL COMERCIO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).",
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo
XXIX, marzo de 2009, página 2802, con número de registro digital: 167702.

El Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con
residencia en Morelia, Michoacán, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo
Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 146/2016 (cuaderno auxiliar 367/2016),
sostuvo que para que el recurrente pudiera oponer sus derechos reales de propiedad
derivados de la sociedad conyugal, frente a los derechos reales obtenidos por el tercero
interesado, actor embargante en el juicio de origen, es necesario la demostración de que la
sociedad contraída con el esposo de la parte actora se encuentre debidamente inscrita en el
registro público de la propiedad, ya que de no publicarse la sociedad conyugal entonces los
derechos reales que tiene la recurrente sobre el bien inmueble embargado en el juicio de
origen no son oponibles a terceros de buena fe, como son los embargables en el juicio de
origen.

Tesis de jurisprudencia 56/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de dieciséis de agosto de dos mil diecisiete.

Nota: La parte conducente de las ejecutorias relativas a las contradicciones de tesis 38/92 y
152/2007-PS, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación, Octava
Época, Tomo XI, junio de 1993, página 33 y en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, enero de 2009, página 250, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 13 de noviembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EFECTOS DE LA CONCESIÓN DEL
AMPARO CUANDO A TRAVÉS DE ESE RECURSO SE IMPUGNA LA
CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE UN ORDENAMIENTO
DIVERSO A LA LEY DE AMPARO QUE SIRVIÓ DE FUNDAMENTO PARA
RESOLVER SOBRE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que, por excepción,
puede controvertirse la constitucionalidad de un artículo de un ordenamiento diverso a la
Ley de Amparo que sirvió como fundamento para resolver sobre la suspensión del acto
reclamado. Ahora bien, en virtud de que el planteamiento de constitucionalidad del
precepto reclamado derivó de la aplicación realizada por el órgano jurisdiccional de amparo
en la resolución interlocutoria, los efectos de la concesión están limitados a la resolución
impugnada, es decir, el precepto declarado inconstitucional no se aplicará únicamente en el
caso concreto, pues su inconstitucionalidad se controvirtió a partir de su aplicación en esa
resolución, sin que haya lugar a desaplicarlo en el futuro, porque ello es propio cuando la
acción constitucional se hace valer contra dicho precepto.

Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente:
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Etienne
Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. MEDIANTE ESTE RECURSO LA
PARTE AGRAVIADA PUEDE CUESTIONAR LA CONSTITUCIONALIDAD DE
ALGÚN PRECEPTO DE UN ORDENAMIENTO DIVERSO A LA LEY DE
AMPARO APLICADO PARA RESOLVER SOBRE LA SUSPENSIÓN
DEFINITIVA.

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J.
83/2015 (10a.), 2a./J. 84/2015 (10a.) y 2a./J. 13/2016 (10a.), determinó que el recurso de
revisión en amparo directo procede excepcionalmente para impugnar la constitucionalidad
de los artículos que regulan el juicio de amparo y las normas aplicadas por primera vez en
las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito, en virtud de que la Ley
de Amparo no prevé otro medio de defensa a través del cual las partes pudieran
impugnarlos. En adición a esos supuestos, cuando la autoridad jurisdiccional de amparo, al
resolver sobre la suspensión definitiva del acto reclamado, aplica un precepto de un
ordenamiento diverso a la Ley de Amparo, la parte agraviada puede cuestionar su
constitucionalidad mediante el recurso de revisión, toda vez que éste es el único momento
procesal con que cuenta para controvertirlo.

Amparo en revisión 271/2017. Altos Hornos de México, S.A.B. de C.V. 23 de agosto de
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente:
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Etienne
Maximilien Luquet Farías, Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 83/2015 (10a.), 2a./J. 84/2015 (10a.) y 2a./J.
13/2016 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 26 de junio de 2015 a las 9:20 horas y del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19,
Tomo I, junio de 2015, páginas 890 y 863, y Libro 27, Tomo I, febrero de 2016, página
821, con los títulos y subtítulos: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE
EXCEPCIONALMENTE CUANDO EN LOS AGRAVIOS SE IMPUGNE LA
CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO QUE
SIRVIÓ DE FUNDAMENTO PARA DECRETAR EL SOBRESEIMIENTO EN EL
JUICIO.", "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE
CUANDO EN LOS AGRAVIOS SE IMPUGNE LA CONSTITUCIONALIDAD DE
ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO APLICADO EN LA SENTENCIA
RECURRIDA Y TRASCIENDA AL SENTIDO DE LA DECISIÓN ADOPTADA." y
"REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ASPECTOS QUE DEBEN CONCURRIR PARA
SU PROCEDENCIA CUANDO EN VÍA DE AGRAVIOS SE PLANTEA EL ANÁLISIS
DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL APLICADA POR
PRIMERA VEZ, EN LA SENTENCIA DICTADA POR EL TRIBUNAL COLEGIADO
DE CIRCUITO.", respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. ES INNECESARIO AGOTARLO CUANDO SE
RECLAMAN DISPOSICIONES DE OBSERVANCIA GENERAL EMITIDAS POR
AUTORIDADES DISTINTAS DE LOS TRIBUNALES JUDICIALES,
ADMINISTRATIVOS O DEL TRABAJO.

De la interpretación estricta y sistemática de los artículos 103, fracción I, y 107, fracción
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1o., y 107,
fracciones I, inciso g), y II, de la Ley de Amparo, en relación con el criterio contenido en la
tesis aislada 2a. CLVII/2009, (*) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, se advierte que el artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo no puede
interpretarse en el sentido de que el principio de definitividad debe agotarse,
indistintamente, respecto de cualquier forma de manifestación del poder (actos, omisiones y
normas generales), pues la exigencia de interponer los recursos ordinarios procedentes se
limitó constitucionalmente a los actos propiamente dichos o a las omisiones de autoridades
distintas de tribunales, excluyendo las disposiciones de observancia general emitidas por
esa clase de autoridades, y si el legislador no acotó la impugnación de normas generales -
sean de la jerarquía que sean- a las reglas que rigen el principio de definitividad en el juicio
de amparo, se concluye que es innecesario hacer valer algún medio ordinario de defensa en
caso de que se prevea antes de acudir a la instancia constitucional, sin que esto implique
que el quejoso esté impedido para promover el medio de defensa que a su interés legal
convenga.

Contradicción de tesis 65/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Séptimo del Tercer Circuito y Quinto del Primer Circuito, ambos en Materia
Administrativa. 31 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek.
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer
Circuito, al resolver la queja 22/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión
137/2014.

Tesis de jurisprudencia 91/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del veintiuno de junio de dos mil diecisiete.

_______________
Nota: (*) La tesis aislada 2a. CLVII/2009 citada, aparece publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, página
324, con el rubro: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSALES
QUE LA PREVÉN DEBEN INTERPRETARSE DE MANERA ESTRICTA, A FIN DE
EVITAR OBSTACULIZAR INJUSTIFICADAMENTE EL ACCESO DE LOS
INDIVIDUOS A DICHO MEDIO DE DEFENSA."
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PLENOS DE CIRCUITO

“COMPETENCIA POR SUMISIÓN EXPRESA. PARA LA VALIDEZ DEL PACTO
RELATIVO, BASTA QUE SE INDIQUE EXPRESAMENTE EL TRIBUNAL AL
QUE SE SOMETEN LAS PARTES, AUN CUANDO SÓLO UNA DE ELLAS
RENUNCIE AL FUERO QUE LA LEY LES CONCEDE.
Conforme a los artículos 1090, 1093 y 1104 del Código de Comercio, toda demanda debe
interponerse ante Juez competente, que es aquel a quien las partes se hubieren sometido
expresa o tácitamente, y para que se configure válidamente esa sumisión expresa, es
necesario que los contratantes designen expresamente el tribunal competente, entre las
opciones que previó el legislador en el artículo 1093 indicado, a saber: a) el del domicilio
de alguna de las partes; b) el del lugar del cumplimiento de alguna de las obligaciones; o c)
el de la ubicación de la cosa; y que exista la voluntad de los contratantes de renunciar al
fuero que la ley les concede. Sin embargo, no se trata de actos independientes y
desvinculados uno de otro, debido a que el sometimiento a la competencia de un tribunal
distinto al legalmente previsto deriva, en esencia, del señalamiento de otro, lo que requiere
la renuncia al fuero que por ley inicialmente correspondía a las partes. En ese orden de
ideas, para que el pacto de sumisión expresa resulte eficaz, basta que las partes en forma
clara y terminante precisen ante qué tribunal se someterán para el caso de que sobrevenga
entre ellas una controversia, aun cuando en la cláusula correspondiente la renuncia sólo se
refiera al contratante que no se encuentra, por lo menos, en alguno de los supuestos que fija
el artículo 1093 citado.

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.
Contradicción de tesis 14/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Primero, Segundo y Cuarto, todos en Materia Civil del Tercer Circuito. 13 de junio de
2017. Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Carlos Arturo González Zárate,
Víctor Jáuregui Quintero, Gustavo Alcaraz Núñez, Eduardo Francisco Núñez Gaytán y
Alicia Guadalupe Cabral Parra. Ponente: Alicia Guadalupe Cabral Parra. Secretaria:
Jaqueline Ana Brockmann Cochrane.

Criterios contendientes:
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al
resolver el amparo directo 88/2016, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 84/2016, y el diverso
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al
resolver el amparo directo 399/2016.
Esta tesis se publicó el viernes 25 de agosto de 2017 a las 10:33 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 28 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“ACCIÓN DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. EL COMPRADOR DE UN BIEN
INMUEBLE QUE OBTUVO SENTENCIA FAVORABLE EN LA ACCIÓN PRO
FORMA TIENE LEGITIMACIÓN PARA EJERCER AQUÉLLA, SI EXISTE
IMPOSIBILIDAD JURÍDICA Y/O MATERIAL PARA EJECUTARLA, O BIEN,
UN ALTO GRADO DE DIFICULTAD PARA ESCRITURAR.

En congruencia con lo determinado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 61/2010, del rubro: "ACCIÓN DE USUCAPIÓN
EJERCITADA POR EL COMPRADOR EN CONTRA DEL VENDEDOR (TITULAR
REGISTRAL). SU PROCEDENCIA.", en el sentido de que, no obstante que la acción pro
forma y la acción de prescripción positiva son de naturaleza distinta, las dos tienen como
objeto que el actor obtenga un documento inscribible, válido y oponible frente a terceros
para demostrar la titularidad del derecho de propiedad sobre inmuebles, por lo que las
citadas acciones no son contradictorias entre sí; de ahí que el comprador de un bien
inmueble tenga legitimación para ejercer la acción de prescripción adquisitiva cuando opta
por ejercer la acción pro forma y obtiene sentencia definitiva favorable a sus intereses, pero
existe imposibilidad jurídica y/o material para ejecutarla, o bien, un alto grado de dificultad
para escriturar acorde con el prudente arbitrio del juzgador y, por consecuencia, para
obtener un documento válido e inscribible con la finalidad de demostrar la titularidad del
derecho de propiedad adquirido sobre el bien inmueble objeto de la compraventa, que
resulte oponible frente a terceros; estimar lo contrario, implicaría una transgresión al
derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, reconocido por el artículo 17 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual es concordante con las
prerrogativas contenidas en los artículos 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos, así como 14, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos.

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
Contradicción de tesis 6/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Segundo, Cuarto, Sexto y Décimo Segundo, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 22
de agosto de 2017. Unanimidad de trece votos de los Magistrados Marco Antonio
Rodríguez Barajas, Alejandro Villagómez Gordillo, Paula María García Villegas Sánchez
Cordero, Leonel Castillo González, Walter Arellano Hobelsberger, Ismael Hernández
Flores, Manuel Ernesto Saloma Vera, Víctor Hugo Díaz Arellano, Irma Rodríguez Franco,
Gonzalo Arredondo Jiménez, Daniel Horacio Escudero Contreras, Benito Alva Zenteno y
Gonzalo Hernández Cervantes. Ausente: Abraham Sergio Marcos Valdés. Ponente: Walter
Arellano Hobelsberger. Secretario: Enrique Cantoya Herrejón.
Criterios contendientes:
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al
resolver el juicio de amparo directo 701/2016, el sustentado por el Cuarto Tribunal
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo
919/2016, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 531/2016 y el diverso sustentado por el
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el
juicio de amparo directo 664/2011.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 61/2010 citada, aparece publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, abril de 2011, página
5.
Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“TÍTULOS DE CRÉDITO. ES IMPROCEDENTE LA CONDENA AL PAGO DEL
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO SOBRE EL MONTO DE LOS INTERESES
MORATORIOS, POR EL SOLO HECHO DE QUE AQUÉLLOS CONTENGAN LA
EXPRESIÓN "MÁS LOS IMPUESTOS APLICABLES".

En atención a la naturaleza, características y finalidad de los títulos de crédito, la expresión
"más los impuestos aplicables" contenida en éstos, no puede considerarse apta para
determinar que el suscriptor se obligó al pago del impuesto al valor agregado sobre el
monto de los intereses moratorios, porque el referido enunciado es insuficiente para
concretizar ese pacto, toda vez que la obligación de pagar el impuesto referido sólo se
genera en las hipótesis reguladas en la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de manera que
para determinar si el deudor que incurre en mora actualiza el pago de esta tributación, sería
necesario acudir a la relación contractual que dio origen al título de crédito, o a la existente
entre el deudor y el último tenedor, lo que implica que ya no se resolvería con estricto
apego al contenido del documento, en contravención a su literalidad y a la naturaleza del
juicio ejecutivo mercantil, que no admite otros elementos para dar lugar a la ejecución; por
tanto, el pago de dicho impuesto solamente será procedente, cuando exista pacto expreso.

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 5/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero,
Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto, Sexto, Séptimo, Octavo, Noveno, Décimo, Décimo
Primero, Décimo Segundo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto, todos en Materia Civil del
Primer Circuito. 22 de agosto de 2017. Mayoría de nueve votos de los Magistrados Marco
Antonio Rodríguez Barajas, Alejandro Villagómez Gordillo, Leonel Castillo González,
Ismael Hernández Flores, Manuel Ernesto Saloma Vera, Víctor Hugo Díaz Arellano, Irma
Rodríguez Franco, Gonzalo Arredondo Jiménez y Benito Alva Zenteno. Disidentes: Paula
María García Villegas Sánchez Cordero, Walter Arellano Hobelsberger, Daniel Horacio
Escudero Contreras y Gonzalo Hernández Cervantes, quienes formularon voto de minoría.
Ausente: Abraham Sergio Marcos Valdés. Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera.
Secretario: Jorge Ricardo Sánchez Corona.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al
resolver el juicio de amparo directo 338/2014, el sustentado por el Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo
542/2016, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 636/2014, el sustentado por el Cuarto
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo
directo 662/2013, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 713/2011, el sustentado por el
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 591/2016, el sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 602/2013, el sustentado por el
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Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de
amparo directo 58/2017, el sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 507/2016, el sustentado por el
Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el
juicio de amparo directo 207/2012, el sustentado por el Décimo Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo
626/2014, el sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Primer Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 552/2016, y el diverso sustentado
por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver
el juicio de amparo directo 156/2014.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de octubre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CESIÓN DE CRÉDITOS CIVILES. EL DOCUMENTO PRIVADO DONDE
CONSTE SU NOTIFICACIÓN AL DEUDOR ANTE DOS TESTIGOS, CON LOS
ELEMENTOS INDISPENSABLES PARA SU COMETIDO, CONSTITUYE UNA
PRESUNCIÓN IURIS TANTUM DE PRUEBA PLENA (INTERPRETACIÓN DEL
ARTÍCULO 2036 DEL CÓDIGO CIVIL VIGENTE EN LA CIUDAD DE MÉXICO).

Con la notificación de la cesión de créditos civiles a que se refiere el precepto indicado se
genera una relación jurídica entre el autor y el destinatario, donde el primero hace saber al
segundo la cesión de derechos llevada a cabo para que produzca efectos frente a éste. Por
tanto, el documento correspondiente debe reunir elementos mínimos e inherentes a
cualquier notificación personal, que pueden recogerse de los ordenamientos procesales
comunes a la materia, como la mención respecto de la fecha y hora en que se practica, el
nombre de la persona que la realiza y la calidad con que actúa, es decir, si quien notifica lo
hace por propio derecho o en nombre y representación de otro y, en su caso, el
señalamiento de donde consta la personería; el nombre de la destinataria de la notificación;
el lugar en el que se practica; si se entendió directamente con el destinatario o con diversa
persona; la mención, en caso de que no se lleve a cabo la comunicación directamente con el
buscado, de la persona con la que se entendió el acto y la justificación para hacerlo así; y
evidentemente la mención del acto que se notifica. De igual forma, debe constar si la
comunicación se realizó verbalmente, o bien, si fue mediante la entrega de un documento y,
en su caso, anexar copia de éste. Además, en el documento debe anotarse claramente que
toda la actuación fue presenciada por dos testigos, asentando por lo menos sus nombres y
domicilios; y, en la parte final, la firma de quienes intervinieron y, en caso de que el
notificado se niegue a firmar, debe hacerse constar esa negativa, así como el motivo
aducido al respecto. El documento que satisfaga estas características produce la presunción
legal y humana de haberse hecho la notificación, aun cuando sólo conste en documento
privado, como ocurre con otros documentos de esa clase, como los títulos de crédito, el
estado de cuenta previsto en el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, los libros
de los comerciantes, los poderes otorgados en asambleas de las sociedades mercantiles,
etcétera. Por tanto, si se presenta en juicio esa notificación, a diferencia de la generalidad de
los documentos privados, para impedir que produzca efectos probatorios plenos, el
demandado debe oponer la impugnación de falsedad (documental o ideológica) y acreditar
lo conducente. La presunción indicada resulta del propio texto de la ley, en el cual se da
validez a una notificación hecha ante dos testigos, con lo que se dota a ésta de una calidad
propia y distinta a la de otros documentos privados, ya que si el propósito fuera darles un
trato igual a éstos, sería innecesaria la regulación específica, ya que sin ella se regirían por
las reglas generales dadas para el género. De tal suerte que el documento en el que conste
esa notificación y que reúna los requisitos señalados es perfecto y goza de la presunción
iuris tantum de prueba plena, la cual no se destruye con una simple objeción.

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 4/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y
Décimo Segundo, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 6 de junio de 2017. Mayoría
de trece votos de los Magistrados Marco Antonio Rodríguez Barajas, Alejandro Villagómez
Gordillo, Paula María García Villegas Sánchez Cordero, Leonel Castillo González, Walter
Arellano Hobelsberger, Ismael Hernández Flores, Manuel Ernesto Saloma Vera, Víctor
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Hugo Díaz Arellano, Irma Rodríguez Franco, Gonzalo Arredondo Jiménez, Daniel Horacio
Escudero Contreras, Benito Alva Zenteno y Gonzalo Hernández Cervantes, en cuanto al
fondo del asunto. Disidente: Abraham Sergio Marcos Valdés, quien formuló voto
particular. Mayoría de ocho votos de los Magistrados Leonel Castillo González, Walter
Arellano Hobelsberger, Ismael Hernández Flores, Manuel Ernesto Saloma Vera, Víctor
Hugo Díaz Arellano, Gonzalo Arredondo Jiménez, Daniel Horacio Escudero Contreras y
Benito Alva Zenteno, en cuanto a no denunciar ante la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, la posible contradicción de tesis entre el criterio sostenido por este Pleno de
Circuito y el diverso emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo
Circuito en la tesis XXVII.3o.45 C (10a.). Disidentes: Marco Antonio Rodríguez Barajas,
Alejandro Villagómez Gordillo, Paula María García Villegas Sánchez Cordero, Abraham
Sergio Marcos Valdés, Irma Rodríguez Franco y Gonzalo Hernández Cervantes. Ponente:
Alejandro Villagómez Gordillo. Secretaria: Mariana Gutiérrez Olalde.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al
resolver el amparo directo 851/2016 y el diverso sustentado por el Décimo Segundo
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo
791/2015.

Nota: La tesis aislada XXVII.3o.45 C (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario
Judicial de la Federación del viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas y en la Gaceta
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de
2016, página 2844.

Esta tesis se publicó el viernes 08 de septiembre de 2017 a las 10:17 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 11 de septiembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CONCURSO MERCANTIL. PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO
CONTRA LA ORDEN DE VISITA.

El artículo 107, fracción V, de la Ley de Amparo, establece que el juicio de amparo
indirecto es procedente contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación,
entendiéndose por éstos, los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales
en los que el Estado Mexicano sea parte. En ese sentido, si por virtud del mandamiento de
verificación u orden de visita a que se refieren los artículos 29 a 41 de la Ley de Concursos
Mercantiles, el visitador designado puede ingresar al domicilio del comerciante y exigirle la
exhibición de libros, papeles o cualquier mecanismo de almacenamiento de información
para comprobar, a través de diversos actos, si ha incurrido en el incumplimiento
generalizado en el pago de sus obligaciones, esto implica una intromisión a su domicilio e
invasión a la privacidad, que justifica la procedencia del amparo indirecto contra la
resolución definitiva que la ordene.

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Contradicción de tesis 12/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Segundo y Décimo Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 24 de octubre de
2017. Unanimidad de trece votos de los Magistrados Marco Antonio Rodríguez Barajas,
Alejandro Villagómez Gordillo, Paula María García Villegas Sánchez Cordero, Leonel
Castillo González, Walter Arellano Hobelsberger, Ismael Hernández Flores, Fernando
Alberto Casasola Mendoza, Abraham Sergio Marcos Valdés, J. Jesús Pérez Grimaldi, quien
asistió en sustitución del Magistrado Víctor Hugo Díaz Arellano, Fernando Rangel
Ramírez, quien asistió en sustitución de la Magistrada Irma Rodríguez Franco, Daniel
Horacio Escudero Contreras, Benito Alva Zenteno y Gonzalo Hernández Cervantes.
Ausente: Gonzalo Arredondo Jiménez. Ponente: Abraham Sergio Marcos Valdés.
Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al
resolver los amparos en revisión 6/2017 y 118/2017 y el diverso sustentado por el Décimo
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo en
revisión 236/2014.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de diciembre de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
martes 02 de enero de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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Tribunales Colegiados de Circuito

“AMPARO DIRECTO ADHESIVO. SI EL QUEJOSO PLANTEA CONCEPTOS DE
VIOLACIÓN RELACIONADOS CON LA IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, EL
TRIBUNAL DEL CONOCIMIENTO DEBE ANALIZARLOS EN PRIMER ORDEN,
POR CONSTITUIR UNA EXCEPCIÓN A LOS SUPUESTOS ESTABLECIDOS EN
EL ARTÍCULO 182 DE LA LEY DE AMPARO QUE LO REGULA.

Del artículo 182 de la Ley de Amparo, se advierte que el amparo adhesivo seguirá la misma
suerte procesal del principal, de donde deriva su esencia accesoria; y, en el tercer párrafo
limita su procedencia a dos casos: 1. Cuando el adherente trate de fortalecer las
consideraciones vertidas en el fallo definitivo, a fin de no quedar indefenso; y, 2. Cuando
existan violaciones al procedimiento que pudieran afectar las defensas del adherente,
trascendiendo al resultado del fallo. No obstante lo anterior, cuando en la demanda de
amparo adhesivo se plantee la actualización de alguna causa de improcedencia del juicio de
amparo principal, ésta debe analizarse de forma preliminar, habida cuenta que la
procedencia es de estudio preferente e, incluso, se debe analizar de oficio por el órgano
jurisdiccional del conocimiento, de conformidad con el artículo 62 de la Ley de Amparo.
En esa virtud, es válido concluir que en el amparo adhesivo pueden plantearse cuestiones
relativas a la procedencia del amparo principal, y deben ser analizadas por el tribunal
preferentemente, por tratarse de presupuestos procesales de orden público que deben ser
analizados de manera oficiosa por el juzgador, pese a que en el citado artículo 182, no se
haya dispuesto expresamente que pudieran plantearse. Lo anterior, en virtud de que la
procedencia es de estudio preferente por tratarse de una cuestión que conforme a la
estructuración procesal debe ser decidida en forma preliminar a la cuestión de fondo, ya
que de ser fundados los argumentos respectivos, no habría razón para pronunciarse en este
último aspecto.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER
CIRCUITO.

Amparo directo 1652/2013. María Antonieta González Navarro. 3 de abril de 2014.
Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: Norma Nelia Figueroa
Salmorán.
Amparo directo 635/2016. Afore XXI, S.A. de C.V. 6 de septiembre de 2016. Unanimidad
de votos. Ponente: Jorge Alberto González Álvarez. Secretaria: Gladys Eliza González
León.
Amparo directo 864/2016. Afore XXI, S.A. de C.V. 20 de octubre de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Herlinda Flores Irene. Secretaria: Norma Guadalupe Cerón Pérez.
Amparo directo 904/2016. Bruno Adrián Reyna Téllez. 26 de enero de 2017. Unanimidad
de votos. Ponente: Herlinda Flores Irene. Secretaria: Norma Nelia Figueroa Salmorán.
Amparo directo 335/2017. Instituto Mexicano del Seguro Social. 8 de junio de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto González Álvarez. Secretaria: Gladys Eliza
González León.
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“CESIÓN DE DERECHOS EN MATERIA MERCANTIL. SU NOTIFICACIÓN AL
DEUDOR MEDIANTE NOTARIO O CORREDOR PÚBLICOS CUMPLE CON EL
PROPÓSITO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 390 DEL CÓDIGO DE COMERCIO.

Conforme al artículo 390 del Código de Comercio, la cesión de derechos que se realice en
materia mercantil producirá efectos, únicamente en lo que al deudor atañe, a partir de que
ésta se le notifique; de forma tal que el requisito de la notificación de la cesión es, en sí, un
elemento imperfecto de publicidad del acto jurídico, en favor de un tercero -el deudor-,
pues la falta de dicha notificación no significa que la cesión sea inválida o antijurídica sino
que, en todo caso, no podrá ser oponible al deudor ante su desconocimiento, quien en ese
supuesto aún tendría la obligación de pago en favor del acreedor originario del crédito, de
suerte que dicha notificación tiene como finalidad sustancial, que se haga del conocimiento
del obligado que a partir de la fecha en que se practicó, ya no tendrá el compromiso de
pago con el acreedor original, sino con quien adquirió los derechos del crédito; por tanto, la
notificación de cesión de derechos realizada por la cesionaria mediante notario o corredor
públicos cumple con la finalidad perseguida por el referido numeral, esto es, hacer del
conocimiento del deudor que el cumplimiento de su obligación de pago será con la
cesionaria que le notifica el acto ya no con el cedente o acreedora primario, al haber
adquirido los derechos de crédito que comprometen al acreditado; sin que sea óbice para la
legalidad de la notificación, el hecho de que ésta no se realice ante dos testigos, según lo
establece el numeral mencionado, puesto que éste no es limitativo ni prohibitivo en cuanto
a la forma en que debe ser notificada la cesión de mérito, dado que no constriñe a que tal
circunstancia se realice únicamente por medio de dos testigos, debiendo interpretarse que
ése es un requisito que tiene como propósito otorgar certeza y validez al acto de
comunicación, pero que no es el único, en tanto que al realizarse la notificación por medio
de notario o corredor públicos, también se concede certidumbre a ese acto e, incluso, una
seguridad jurídica mayor a la que se le da con la participación de dos testigos, en la medida
en que el notario y el corredor son fedatarios investidos de fe pública que brindan seguridad
y certeza jurídicas a los actos y diligencias que realizan.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO
CIRCUITO.
Amparo directo 268/2011. 22 de septiembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl
Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René Dávila Temblador.
Amparo directo 620/2011. Miguel Cosío Villordo. 20 de enero de 2012. Unanimidad de
votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Carlos Alberto González
García.
Amparo directo 621/2011. Margarita Kuri Cisneros. 20 de enero de 2012. Unanimidad de
votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Carlos Alberto González
García.
Amparo directo 527/2012. Administración de Carteras Nacionales II, S. de R.L. de C.V. 11
de febrero de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada Hernández.
Secretario: Crispín Sánchez Zepeda.
Amparo directo 652/2016. Coral Guadalupe López Araiza Vega. 8 de junio de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Emma Herlinda Villagómez Ordóñez. Secretario: José
Zapata Huesca.
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“DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PUEDE PROMOVERSE POR PROPIO
DERECHO O EN REPRESENTACIÓN DE DIVERSA PERSONA FÍSICA,
MEDIANTE EL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA (FIREL).

Acorde con el artículo 3o. de la Ley de Amparo es optativo para el promovente presentar su
escrito en forma impresa o electrónicamente; los escritos en forma electrónica se
presentarán mediante el empleo de las tecnologías de la información, utilizando la firma
electrónica conforme a la regulación que emita el Consejo de la Judicatura Federal. Así,
dicho órgano administrativo y el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
emitieron la normativa aplicable para la implementación y uso de esa herramienta en los
Acuerdos Generales Conjuntos Número 1/2013 y 1/2015, en los que establecieron la
posibilidad de que las demandas de amparo se recibieran por medio de la firma electrónica
implementada. En tal virtud, una persona física por sí sola y por su propio derecho, puede
presentar escrito de demanda de amparo, siempre y cuando cuente con la aludida firma
electrónica "FIREL"; o bien, si lo hace por conducto de su apoderado especial, es necesario
que acompañe copia digitalizada del documento que acredita que previamente contaba con
esa capacidad jurídica, acorde con el inciso f) del artículo 12 del referido Acuerdo General
Conjunto 1/2013, y adjuntarlo al escrito relativo, pues se presume que dicho documento
anexo, vía electrónica, es copia íntegra e inalterada del propio documento impreso, al haber
sido ingresado al sistema en uso del certificado digital "FIREL", por lo que produce los
mismos efectos que los presentados con firma autógrafa, en términos del artículo 10 de la
ley de la materia, el cual establece que en los casos no previstos por dicha legislación, la
personalidad se acreditará en la misma forma que determina la ley que rija la materia de la
que emana el acto reclamado; además, de estimar lo contrario, se impediría a la quejosa el
acceso a la tutela jurisdiccional que puede definirse como el derecho público subjetivo que
toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, para acceder de
manera expedita a tribunales independientes e imparciales, a plantear una pretensión o a
defenderse de ella, con el fin de que, a través de un proceso en el que se respeten ciertas
formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se ejecute esa
decisión.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER
CIRCUITO.
Queja 84/2016. Felipe López Carrillo. 9 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente:
José de Jesús López Arias. Secretario: Jaime Emmanuel Cornejo Pérez.
Queja 79/2016. Ma. Belén Hermoso Escalante. 18 de agosto de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Miguel Lobato Martínez. Secretario: Joel Omar Preciado Alonso.
Queja 376/2016. María Lidia Jiménez Escobar. 19 de enero de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretario: Gustavo Juan Ariel Lezcano
Álvarez.
Queja 345/2016. Francisco Javier Olivas Soto. 26 de enero de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Armando Ernesto Pérez Hurtado. Secretario: Julio Abel Soto Alemán.
Queja 117/2017. 20 de abril de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús López
Arias. Secretaria: Carmen Cecilia Medina Peralta.
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Nota: Los Acuerdos Generales Conjuntos Número 1/2013, de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y del Consejo de la
Judicatura Federal, relativo a la Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la
Federación (Firel) y al expediente electrónico; y, 1/2015, de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, que regula los servicios tecnológicos
relativos a la tramitación electrónica del juicio de amparo, las comunicaciones oficiales y
los procesos de oralidad penal en los Centros de Justicia Penal Federal citados, aparecen
publicados en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro
XXII, Tomo 2, julio de 2013, página 1667; y, Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 1393,
respectivamente.
Esta tesis se publicó el viernes 01 de septiembre de 2017 a las 10:10 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 04 de septiembre de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO. NO ES LA
ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA ANALIZAR SI EL ACTO
RECLAMADO SE EMITIÓ EN CUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA QUE
CONCEDIÓ LA PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL Y, POR ENDE,
TAMPOCO PARA DESECHAR DE PLANO EL ESCRITO INICIAL POR ESTE
MOTIVO.

En el auto señalado, el Juez de Distrito no está en posibilidad jurídica ni material de
determinar si el acto reclamado se emitió en cumplimiento de una sentencia que concedió la
protección de la Justicia Federal, ya que en esa etapa del procedimiento únicamente constan
en el expediente los argumentos plasmados en el escrito inicial y las pruebas que se
acompañen a éste. Por tanto, no puede desechar de plano la demanda de amparo, bajo el
argumento de que se actualiza dicha circunstancia y, en consecuencia, un motivo manifiesto
e indudable de improcedencia, pues del estudio de la demanda y sus anexos no puede
advertirse si éste es evidente, claro y fehaciente, dado que se requiere de un análisis
profundo para determinar su improcedencia, propio de la sentencia definitiva que se dicte
en la audiencia constitucional, una vez recibidos los informes y pruebas respectivos; razón
por la cual, debe admitir la demanda, sin perjuicio de que en el transcurso del
procedimiento lleve a cabo el análisis exhaustivo de esos supuestos.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL
TERCER CIRCUITO.

Queja 188/2017. Eduardo Sánchez Acosta. 8 de junio de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Juan José Rosales Sánchez. Secretario: José de Jesús Flores Herrera.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“DOCUMENTO ELECTRÓNICO. SI CUENTA CON CADENA ORIGINAL,
SELLO O FIRMA DIGITAL QUE GENERE CONVICCIÓN EN CUANTO A SU
AUTENTICIDAD, SU EFICACIA PROBATORIA ES PLENA.

De conformidad con el artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles, de
aplicación supletoria a la Ley de Amparo, la información generada o comunicada que
conste en medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecnología, constituye un medio
de prueba que debe valorarse conforme a las reglas específicas contenidas en el propio
precepto y no con base en las reglas generales aplicables a las copias simples de
documentos públicos o privados impresos. Así, para establecer la fuerza probatoria de
aquella información, conocida como documento electrónico, debe atenderse a la fiabilidad
del método en que se generó, comunicó, recibió o archivó y, en su caso, si es posible
atribuir su contenido a las personas obligadas e, igualmente, si es accesible para su ulterior
consulta. En congruencia con ello, si el documento electrónico, por ejemplo, una factura,
cuenta con cadena original, sello o firma digital que genere convicción en cuanto a su
autenticidad, su eficacia probatoria es plena y, por ende, queda a cargo de quien lo objete
aportar las pruebas necesarias o agotar los medios pertinentes para desvirtuarla.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y
ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 441/2016. Gonzalo Lataban Hernández. 12 de mayo de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Núñez Loyo. Secretario: Daniel Mejía García.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“EJECUTORIA DE AMPARO. SU CUMPLIMIENTO TRATÁNDOSE DE ACTOS
DE CARÁCTER NEGATIVO.

Cuando en el juicio de amparo se advierte una violación al derecho humano de acceso a la
justicia, en su vertiente de justicia pronta, consagrado en el artículo 17 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que el Juez responsable no actuó en
los términos y plazos que establece el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito
Federal, aplicable para la Ciudad de México y, en consecuencia, se otorgó la protección
constitucional para el efecto de que diera celeridad al procedimiento de origen y respetara
los términos y plazos establecidos en la ley, el acto reclamado es de carácter negativo, lo
que, a su vez, obliga a la responsable para cumplir la ejecutoria de amparo, a respetar el
derecho humano de que se trate y a cumplir con lo que éste exija, de acuerdo con el artículo
77, fracción II, de la Ley de Amparo; por tal motivo, en cumplimiento a la ejecutoria de
amparo, el Juez debe instruir al secretario de Acuerdos, a fin de que se respeten los
términos y plazos legales respectivos.

DÉCIMO CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL
PRIMER CIRCUITO.

Recurso de inconformidad 7/2017. 6 de julio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente:
Benito Alva Zenteno. Secretario: Alfonso Alexander López Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de octubre de 2017 a las 10:16 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“JUICIO ORAL MERCANTIL. NO PROCEDE CUANDO SE DEMANDE EL
PAGO DE UN CRÉDITO CONSIGNADO EN UN CONTRATO DE APERTURA DE
CRÉDITO SIMPLE, AL QUE SE ACOMPAÑÓ EL ESTADO DE CUENTA
EXPEDIDO POR EL CONTADOR DE LA INSTITUCIÓN BANCARIA.

Los artículos 1390 Bis, párrafo primero y 1390 Bis 1, contenidos en el título especial
denominado "Del juicio oral mercantil", del Código de Comercio, disponen que en la vía
oral mercantil se tramitan todas las contiendas mercantiles sin limitación de cuantía;
asimismo, que no será accesible esa vía para los asuntos que tengan previsto un trámite
especial, en la propia legislación mercantil, o bien, en otras leyes. Por otro lado, del código
referido, se observa que los juicios ejecutivos mercantiles tienen una tramitación especial,
ya que los preceptos que los reglamentan (1391 al 1414 del Código de Comercio), prevén
un procedimiento sumario a través del cual se lleva a cabo, por embargo y, en su caso, la
venta de bienes, el cobro de los créditos que constan en títulos ejecutivos, que son prueba
preconstituida suficiente para ejercer la acción de pago, esto es, no se dirige a declarar
derechos dudosos o controvertidos, sino sólo aquellos que se encuentran previamente
reconocidos o se respaldan en títulos de esa naturaleza -con aparejada ejecución-, como
expresamente lo establece el primer párrafo del artículo 1391 citado. Entonces, cuando se
demande el pago de un crédito consignado en un contrato de apertura de crédito simple
junto con el estado de cuenta expedido por el contador de la institución bancaria, que por
disposición de los artículos 1391, fracción IX, referido y 68 de la Ley de Instituciones de
Crédito, otorgan a estos documentos la característica de título que trae aparejada ejecución,
habrá de elegirse el juicio ejecutivo y no el oral mercantil, precisamente, al prever dicho
ordenamiento, en ese supuesto, un trámite especial. Lo anterior no implica transgresión al
artículo 1055 bis del Código de Comercio, al señalar cuáles son los juicios en que el
acreedor podrá ejercer sus acciones, porque ello no es de libre opción, toda vez que cuando
la ley prevea un trámite especial, en razón de la naturaleza del título en que se funda la
acción, es al que deberá acudir el acreedor para hacer la reclamación correspondiente.

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 126/2017. 8 de mayo de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Marco Polo
Rosas Baqueiro. Ponente: Gonzalo Hernández Cervantes. Secretaria: Rocío Almogabar
Santos.

Nota: Por ejecutoria del 25 de octubre de 2017, la Primera Sala declaró inexistente la
contradicción de tesis 215/2017 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio
contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la
denuncia respectiva.

El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de
tesis 14/2017 del Pleno en Materia Civil del Primer Circuito de la que derivó la tesis
jurisprudencial PC.I.C. J/57 C (10a.) de título y subtítulo: "VÍA ORAL MERCANTIL.
PROCEDE ATENDIENDO A LA PRETENSIÓN EFECTIVAMENTE PLANTEADA
POR EL ACTOR, AUNQUE EXHIBA DOCUMENTO AL QUE LA LEY OTORGUE EL
CARÁCTER DE EJECUTIVO."
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“CONCURSO MERCANTIL. EL ARTÍCULO 153 DE LA LEY RELATIVA,
PERMITE EL RECONOCIMIENTO DE UN CRÉDITO CUANDO A LA FECHA
EN QUE SE DICTE LA SENTENCIA EN AQUÉL SE ENCUENTRE PENDIENTE
DE RESOLVER UN JUICIO CONTRA LA CONCURSADA.

Dicho precepto permite que un presunto acreedor a la fecha en que se dicte la sentencia de
concurso mercantil y coetáneamente se encuentre en trámite un juicio contra la concursada,
pueda acudir a solicitar el reconocimiento de dicho crédito, puesto que obliga al conciliador
a incluir en la lista provisional y definitiva de créditos, todos los que puedan desprenderse
de la contabilidad y documentación de la comerciante, así como aquellos cuyo
reconocimiento sea solicitado en los términos de los artículos 123 a 125 de la Ley de
Concursos Mercantiles, con inclusión de los impugnados o que son objeto de juicios cuyo
trámite se realiza simultáneamente al procedimiento concursal, con el objeto de que se
tomen en cuenta todos los créditos en dicha sentencia.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 851/2016. Fians Asesores, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad
de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretario: Mariano
Suárez Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“CONCURSO MERCANTIL. LOS ARTÍCULOS 127 Y 153 DE LA LEY
RELATIVA, NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y SEGURIDAD
JURÍDICA, AL PERMITIR EL RECONOCIMIENTO DE UN CRÉDITO EN DOS
FORMAS: LOS QUE TIENEN UNA SENTENCIA FIRME CONTRA LA
CONCURSADA Y AQUELLOS QUE TIENEN UN PROCEDIMIENTO JUDICIAL
EN TRÁMITE AL MOMENTO EN QUE SE DICTA LA SENTENCIA EN AQUÉL.

El artículo 127 de la Ley de Concursos Mercantiles dispone que cuando en un
procedimiento diverso se haya dictado sentencia ejecutoriada, laudo laboral, resolución
administrativa firme o laudo arbitral anterior a la fecha de retroacción, mediante la cual se
declare la existencia de un derecho de crédito contra el comerciante, el acreedor de que se
trate deberá presentar al Juez y al conciliador copia certificada de dicha resolución, para
que el crédito correspondiente sea incluido en la lista provisional y final de créditos y,
consecuentemente, en la sentencia de reconocimiento, graduación y prelación de créditos.
En tanto que el diverso numeral 153 obliga al conciliador a prever reservas suficientes para
el pago de los créditos que estén sujetos a impugnación. En esa tesitura, el artículo 127
citado, establece la posibilidad de que un presunto acreedor con la copia certificada de la
sentencia ejecutoria acuda a solicitar el reconocimiento de un crédito contra la concursada,
en la inteligencia de que dicho precepto regula los casos en que el presunto acreedor ya
tenga a su favor una sentencia ejecutoria que haya declarado a su favor la existencia de una
obligación de pago en contra de la concursada. En cambio, el artículo 153 invocado,
establece el alcance de los presuntos acreedores de que les sea reconocido un crédito contra
la comerciante declarada en concurso mercantil cuando a la fecha del dictado de la
sentencia que así la declare, se encuentre pendiente de resolver ante la autoridad
correspondiente el presunto crédito reclamado a la concursada. Por tanto, no existe
incertidumbre, ni inseguridad jurídica para los presuntos acreedores que al momento en que
se dictó la sentencia de concurso mercantil, no tengan sentencia firme a su favor contra la
concursada para que puedan solicitar el reconocimiento de un crédito que se encuentra
pendiente de resolver por sentencia ejecutoria. Lo anterior es así, puesto que la ley relativa
obliga al conciliador a incluir en las listas provisional y definitiva de créditos, todos
aquellos que puedan desprenderse de la contabilidad y documentación del comerciante, así
como aquellos cuyo reconocimiento sea solicitado en términos de los artículos 123 y 125 de
la ley referida, incluyendo los impugnados o que son objeto de juicios cuyo trámite se
realiza simultáneamente al procedimiento concursal, con el objeto de que todos los créditos
se tomen en cuenta en dicha sentencia y, por consiguiente, en el convenio de
reestructuración (si se celebra), o en la quiebra, en su caso.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo directo 851/2016. Fians Asesores, S.A. de C.V. 10 de mayo de 2017. Unanimidad
de votos. Ponente: Paula María García Villegas Sánchez Cordero. Secretario: Mariano
Suárez Reyes.

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito
al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, publicada
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII,
septiembre de 1998, página 56, de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO.
AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES
QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA
INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS
CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“PRUEBA SUPERVENIENTE EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL.
OPORTUNIDAD PARA SU OFRECIMIENTO Y DESAHOGO.

En el juicio ejecutivo mercantil, una prueba superveniente puede aportarse hasta antes de
que la instrucción quede agotada, pues a pesar de que en esa clase de juicios la litis queda
totalmente limitada con la demanda y su contestación (donde las partes deben ofrecer las
pruebas respectivas), es jurídicamente viable recibirla con posterioridad a ello e, incluso, al
plazo fijado por el Juez para el desahogo de pruebas de acuerdo con el artículo 1401 del
Código de Comercio, pero hasta antes del cierre de instrucción, esto es, antes de que se dé
la citación para sentencia.

DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER
CIRCUITO.

Amparo directo 870/2016. Yazmín Centeno Fernández. 13 de septiembre de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Adalberto Eduardo Herrera González. Secretario: César
Escamilla Vásquez.

Esta tesis se publicó el viernes 01 de diciembre de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA
SUSPENSIÓN DEFINITIVA CONTRA LA EJECUCIÓN DE LA ORDEN DE
EMBARGO CONTENIDA EN EL AUTO DE EXEQUENDO.

Es improcedente conceder la suspensión definitiva contra la ejecución de la orden de
embargo contenida en el auto de exequendo, porque en términos de los artículos 128 y 150
de la Ley de Amparo, dicha medida procede cuando la solicite el quejoso, no se siga
perjuicio al interés social, no se contravengan disposiciones de orden público y no se
impida la continuación del juicio de origen hasta dictarse sentencia firme y, en caso de
concederse, se contravendrían disposiciones de orden público, porque implicaría la
paralización del procedimiento del juicio ejecutivo mercantil, pues la ejecución forma parte
de la diligencia que consta de tres actos sucesivos consistentes, precisamente, en el
requerimiento de pago, en su caso, embargo de bienes del demandado suficientes para
garantizar las prestaciones reclamadas y emplazamiento, según se advierte en los artículos
1392 y 1394 del Código de Comercio; de ahí que si se concede la suspensión definitiva
contra la ejecución de la orden de embargo se paralizará el procedimiento, porque no se
podrán llevar a cabo los siguientes actos procesales, incluido el emplazamiento a juicio con
que concluye la diligencia, proceder que sería inaceptable por infringir disposiciones de
orden público, como son las que regulan el procedimiento ejecutivo mercantil.

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente de suspensión (revisión) 193/2017. Cpinfraestructura, S.A. de C.V. 29 de junio de
2017. Unanimidad de votos. Ponente: Eliseo Puga Cervantes. Secretario: Juan Armando
Brindis Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de noviembre de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“VÍA ORAL MERCANTIL. PROCEDE TRATÁNDOSE DE UN CONTRATO DE
APERTURA DE CRÉDITO CON GARANTÍA HIPOTECARIA, SI ES DE MENOR
CUANTÍA.

El artículo 1055 bis del Código de Comercio, reformado mediante decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación, el diez de enero de dos mil catorce, establece: "Cuando el
crédito tenga garantía real, el actor, a su elección, podrá ejercitar sus acciones en juicio
ejecutivo mercantil, ordinario, especial, sumario hipotecario o el que corresponda, de
acuerdo a este código, a la legislación mercantil o a la legislación civil aplicable,
conservando la garantía real y su preferencia en el pago, aun cuando los bienes gravados se
señalen para la práctica de la ejecución.". Ahora bien, aun cuando el actor acompañe a su
demanda, como fundatorio de la acción, un contrato de apertura de crédito con garantía
hipotecaria, ello no conduce, necesariamente, a establecer que la vía a ejercitarse sea
solamente la sumaria hipotecaria, pues dicha disposición prevé entre otras hipótesis "o el
que corresponda"; quedando comprendida en este supuesto la vía oral mercantil, cuando la
suerte principal sea inferior a la cantidad que establece el artículo 1339 del referido
ordenamiento. De lo que se concluye que no debe tramitarse, necesariamente, la vía
sumaria hipotecaria, cuando la propia ley permite elegir ésta.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 379/2016. José de Jesús Herrera Mendoza y otra. 29 de septiembre de
2016. Unanimidad de votos. Ponente: Eric Roberto Santos Partido. Secretario: Martín
Amador Ibarra.

Amparo directo 399/2016. José Carlos Camacho Solís. 23 de noviembre de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Rosa María Temblador Vidrio. Secretario: José Luis García
Martínez.

Nota: La presente tesis aborda el mismo tema que la diversa PC.XXII. J/7 C (10a.), de
título y subtítulo: "JUICIO ORAL MERCANTIL. PROCEDE CUANDO SE EJERCE LA
ACCIÓN PERSONAL DE COBRO DERIVADA DE UN CONTRATO DE CRÉDITO
CON GARANTÍA HIPOTECARIA Y SEA DE CUANTÍA DETERMINADA E
INFERIOR AL MONTO FIJADO EN EL ARTÍCULO 1339 DEL CÓDIGO DE
COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de
marzo de 2017 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 40, Tomo III, marzo de 2017, página 1676.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.


